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Sentenciado:       Robert Suárez Candelo  y otros
Delito:                   Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes
Procedencia:      Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira

ASUNTO

La Corporación decide lo pertinente en relación con su competencia para desatar el recuso de apelación interpuesto por el sentenciado Robert Suárez Candelo, contra el proveído mediante el cual el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, le negó la sustitución de la prisión formal por la domiciliaria.

ANTECEDENTES 

Previa la actuación penal pertinente, el ciudadano referido fue condenado por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad el 14 de enero de  2009, a la pena principal de noventa y seis (96) meses de prisión, como autor responsable de la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. El fallador de instancia estimó pertinente no suspender condicionalmente la ejecución de dicha sanción, por ello el 23 de enero de 2009 el Juzgado  de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, luego de asumir el conocimiento del asunto, diligenció la respectiva boleta de detención con destino al establecimiento carcelario de la ciudad, con el propósito de que el señor  Suárez Candelo purgara su sanción en este centro de reclusión, como efectivamente se ha venido haciendo hasta hoy.

El 24 de febrero de 2010, el juzgado ejecutor le concedió al recluso redención de pena en la cantidad de 79 días en razón a las horas de estudio y trabajo acreditadas.

En el mes de marzo siguiente, el señor Robert Suárez Candelo solicitó el reconocimiento de la sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria invocando su condición de padre cabeza de familia, de conformidad con el artículo 38 del Código Penal
.  

DECISIÓN IMPUGNADA

El juzgado que hace efectivo el cumplimiento de la sanción se pronunció en forma adversa a las pretensiones del justiciado Suárez Candelo, al encontrar producto de la visita socio-familiar, que no cumple con el requisito de procedibilidad establecido por la Honorable Corte Constitucional en sentencia C-184 de 2003, porque el menor en cuyo favor se pide la medida no se encuentra desprotegido y contrario a ello está bajo la custodia de su progenitora, la cual le brinda y el cariño y cuidado que requiere y, adicionalmente ha sido acogido por la abuela materna en la residencia de ésta, concluyendo que el hecho de que el interno aporte económicamente para el sostenimiento de su familia, no implica que su hijo se encuentre abandonado por el encierro temporal de él, no ostentando por ende la calidad de padre cabeza de familia en los términos del artículo 2º de la Ley 82 de 1993 modificado por la 1232 de 2008, y concluye que no se requería realizar el estudio de los demás presupuestos establecidos para solicitar la prisión domiciliaria como padre cabeza de familia.

Respecto a la petición de sustitución domiciliaria de conformidad con lo establecido en el artículo 38 del Código Penal, determinó el Juez de Penas que no se acredita el requisito objetivo atinente a que la sentencia se imponga por conducta punible tenga una pena mínima de cinco (5) años o menos, toda vez que el tráfico, fabricación o porte de estupefacientes por el cual fue condenado, con el incremento de la ley 890 de 2004 ,comporta una sanción mínima de 12 años de prisión, razón por la que tampoco era necesario hacer valoración acerca del factor subjetivo. Inconforme el sentenciado, interpuso el recurso de apelación, el cual sustentó directamente.

CONSIDERACIONES

1. El factor funcional de competencia:


La prisión domiciliaria como padre cabeza de familia, es un mecanismo sustitutivo de la internación en establecimiento carcelario, cuyos parámetros están determinados por el artículo 38 del Código Penal y la ley 750 de 2002.

Sobre la competencia para abordar el estudio de esta figura jurídica como alternativa para el cumplimiento de la sentencia, decantó la jurisprudencia, que ella es privativa del juez de ejecución de penas, en los siguientes términos:

“Y aún cuando es cierto que en la sentencia proferida en el caso que trae a colación el censor la Corte aplicó el artículo 461 en la misma sentencia definitiva de instancia, en consideración a que la entonces procesada tenía la condición de madre cabeza de familia, ello por sí mismo no permite concluir que el fallador de instancia -en este caso, el Juez Tercero Penal del Circuito de Ibagué o el Tribunal Superior del Distrito con sede en la misma ciudad- ha debido aplicarlo por analogía, pues como ya la Corporación lo ha precisado, esa facultad está reservada a la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia cuando profiere fallos definitivos, mas no a los jueces de primera o segunda instancia, como tampoco a la Corte cuando actúa como Tribunal de Casación.  

“Así lo ha dicho la Corporación:

“… “el artículo 461 del Código de Procedimiento Penal, norma última que está supeditada a los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad, o lo que es lo mismo, su aplicación es posible jurídicamente cuando la sentencia ha adquirido firmeza, la que no podría pregonarse en esa instancia.  Postura que la Corte ya tuvo la oportunidad de precisar:

“… “Ahora bien, ese avance en el reconocimiento de la sustitución de la prisión por su homóloga la domiciliaria debe quedar restringido a los fallos que de manera definitiva profiera la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, mas no a los emitidos por la primera o la segunda instancia, dado que cuando estos jueces o tribunales emitan sentencia condenatoria y en ese momento constaten cumplida la totalidad de requisitos de las causales regladas por el artículo 314, lo procedente será la aplicación directa de la causal de sustitución de la medida de aseguramiento, proceder ante el que nunca estará la Corte, si en cuenta se tiene que al emitir esta Corporación una sentencia condenatoria lo será con el carácter de definitiva, bien que sea en única, en segunda instancia o en casación...”.

“De suerte, pues, que como la Sala actúa aquí como tribunal de casación y no como fallador definitivo de instancia, y además por cuanto la sentencia no ha cobrado firmeza, no le está dado arrogarse en esta sede extraordinaria la competencia que por virtud del artículo 461 de la Ley 906 de 2004 le corresponde únicamente al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad en un momento procesal bien diverso”
.

Desde antes la misma jurisprudencia, en forma reiterada ya había señalado que merced a esta competencia exclusiva de los jueces de ejecución de penas a partir de la vigencia de la ley 906 de 2004, la segunda instancia correspondía al juez de conocimiento que dictó la sentencia, según lo dispuesto por el artículo 478 ibídem, siempre y cuando la actuación se hubiere iniciado y finalizado con el nuevo sistema de enjuiciamiento criminal
.

Luego la misma Sala de Casación Penal, reiteró lo siguiente:

“3. Bajo este contexto es de conocimiento de esta Sala la definición de competencia, siendo de advertir desde ya que razón le asiste a la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Medellín cuando declinó su facultad para resolver la impugnación interpuesta contra los proveídos que negaron a los sentenciados el mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la libertad intramural porque, en primer lugar, el artículo 478 del C. P. P. de 2004 establece lo siguiente:

“... “Las decisiones que adopte el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad en relación con mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad y la rehabilitación, son apelables ante el juez que profirió la condena en primera o única instancia”. Y,

“Como segundo aspecto, la jurisprudencia de la Sala ha venido sosteniendo y aquí reitera, que el trámite de los sustitutivos de la pena privativa de la libertad en segunda instancia corresponden al juez de conocimiento. 

“Frente al tema expresó:

“... “No obstante, como lo recuerda el Tribunal, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia a partir de la sentencia del 26 de junio de 2008 proferido dentro del radicado 22453, varió el anterior criterio, en tanto que  advirtió que la “prisión domiciliaria está concebida en la Ley 599 de 2000 como un mecanismo sustitutivo de la prisión, tal como lo regula el artículo 38 de la reseñada legislación, incluyéndose allí –como se vio- una serie de exigencias de carácter objetivo (como el quantum de pena prevista para el delito) como subjetivo (referidas – por ejemplo- al análisis del desempeño personal, social, laboral que fundadamente permitan deducir que no se colocará en peligro a la comunidad), condiciones unas y otras que dado su carácter  de  concurrente  han de  comprobarse  por el eventual beneficiario del instituto en mención.

“... “Pero a la par con la anterior figura, la Ley 750 de 2002 y específicamente lo previsto por el artículo 1, añadió a aquella forma de ejecutar una pena otra especie de prisión domiciliaria, esta vez con un destinatario específico: la mujer (y/o el hombre) cabeza de familia, siempre y cuando se cumplan también los requisitos allí mismos señalados, entre los cuales cabe destacar la inexistencia de antecedentes penales y el que el delito no esté excluido de tal beneficio, así como la valoración de factores personales, laborales, sociales que permitan determinar que el condenado no podrá en peligro a la comunidad o entre otros- a los hijos menores”.

“... “En tales condiciones, necesariamente la pacífica jurisprudencia que había sentado la Sala respecto de la definiciones de competencia consistente en que el recurso de apelación interpuesto contra la decisión que dictaba el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, por razón de la negativa de conocer la prisión domiciliaria, lo conocía el funcionario de segunda instancia de quien dictó el fallo de primera, puesto que dicho instituto no era un mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la libertad, tiene que recogerse por las razones expuestas en precedencia.(Negrilla fuera del texto).

“... “En efecto, si a partir de la sentencia en precedencia señalada, la Corte consideró que la prisión domiciliaria es un verdadero mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la libertad, entonces el conflicto de competencia debe resolverse, según lo preceptuado por el artículo 478 de la Ley 906 que reza:

“... “Las decisiones que adopte el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad en relación con mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad y la rehabilitación, son apelables ante el juez que profirió la condena en primera o en única instancia”.

“... “Vale reiterar que la mentada norma no conlleva a predicar un aparente conflicto normativo con el artículo 34.6 de la citada Ley 906 de 2004, que asigna a las salas penales de los tribunales superiores el conocimiento del recurso de apelación interpuesto contra la decisión del juez de ejecución de penas, en tanto que, como también se ha advertido, la “controversia se dirime por el principio de especialidad de la norma procesal, a la que auxilia el criterio del precepto posterior, porque el artículo 478 ejusdem que se revisa hace parte del Libro IV, que desarrolla única y específicamente la temática de la ejecución de la sentencia.

“... “Adicionalmente, la norma examinada en concreto escinde de la multiplicidad de materias de las que conocen los jueces de ejecución de penas –redención de penas, acumulación jurídica de penas, aplicación de penas accesorias, libertad vigilada, extinción de la condena, entre otros – aquellas que deciden sobre los mecanismos sustitutivos privativos de la libertad; lo que devela que por excepción y especialidad, estos temas son del conocimiento del juez que profirió la condena”
.

“4. En el asunto tratado, la controversia génesis del incidente propuesto surge sobre quien es el funcionario que debe conocer del recurso de apelación contra unas decisiones dictadas por un juez de ejecución de penas y medidas de seguridad, referente al no otorgamiento de la prisión domiciliaria, tema que de acuerdo con la actual postura de la Corte constituye este instituto un “mecanismo sustitutivo de la prisión”.

“Por manera que de conformidad con el artículo 478 de la Ley 906 de 2004, dicha competencia radica, en este caso, en el Juzgado 18 Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Medellín, despacho judicial que profirió la condena en primera instancia”
.

Como puede apreciarse, las nuevas orientaciones jurisprudenciales no dudan en establecer de manera reiterada, uniforme y pacífica que la figura de la prisión domiciliaria es un ‘mecanismo sustitutivo de la prisión’ y que el competente para dirimir el recurso de apelación contra una providencia que decide un asunto de esta naturaleza, acorde con lo preceptuado por el artículo 478 del nuevo Código de Procedimiento Penal es quien profirió el fallo de primer grado.

En el caso concreto aprecia la Colegiatura que el señor Robert Suárez Candelo, fue sometido a juicio bajo las reglas adjetivas de la ley 906 de 2004, es decir, con el sistema acusatorio, ante lo cual se cumple con la exigencia determinada por el precedente jurisprudencial, y en tal virtud corresponde el conocimiento en segunda instancia del recurso interpuesto contra el auto que se pronunció en torno a la solicitud de prisión domiciliaria como padre cabeza de familia, al juez de conocimiento que adoptó el fallo de primer grado, siguiendo la regla del artículo 478 ejusdem. 

Por consiguiente, para ser consecuentes con las orientaciones superiores, esta célula judicial se ve precisada ha recoger el criterio que en sentido contrario venía sosteniendo –como también lo hizo la alta Corporación- en casos como el que aquí es sometido a examen, toda vez que en las condiciones indicadas por el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria, el Tribunal Superior no tiene competencia funcional para arrogarse la condición de ad quem frente a la alzada que ha propiciado el sentenciado, de suerte que no le está legalmente permitido examinar de fondo la determinación impugnada, por manera que  la actuación debe pasar a la  señora Juez Tercera Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira, para que proceda de conformidad.

DECISIÓN

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,

RESUELVE

ABSTENERSE de pronunciarse en torno al recurso interpuesto y en su defecto, remitir la actuación al Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, para lo de su competencia. 

Contra este pronunciamiento, no procede recurso alguno.

COPIESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

LEONEL ROGELES MORENO



 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado









          Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

 JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES

Magistrado









          Secretario
�	Folios 39 a 41 del encuadernamiento original.


�	C. S. de J. Sala de Casación Penal. Radicación No. 32844 del 1 septiembre de 2010. Magistrado Ponente Jorge LuIs Quintero Milanes.


�	C. S. de J. Definición de competencia. Auto No. 33146 del 20 de enero de 2010. Magistrado Ponente Javier Zapata Ortiz.


�	C. S. de J. Sala de Casación Penal. Radicado No. 30763 del 2 de diciembre de 2008. En la presente providencia se evidencia un criterio reiterado por parte de la Honorable Corte, al igual que en otros autos, como el Radicado bajo el No. 33225 del 14 de diciembre de 2009 y el Radicado al No. 33146 del 20 de enero de 2010. 


�	C. S. de J. Definición de competencia. Auto del 8 de junio de 2010. Magistrado Ponente Yesid Ramírez Bastidas.
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